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JUZGADO DIECISIETE ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C.

SECCIÓN SEGUNDA

Bogotá D.C., treinta y uno (31) de julio de 2020
RADICACIÓN:   1100133350172020-00193-00

ACCIONANTE:  Gina Johana Paredes Ruiz  
 
ACCIONADA:   Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, Ministerio de Salud y Ministerio de Comercio Industria y Turismo.
Sentencia No. 75
No encontrándose causal alguna que pueda anular lo actuado, agotadas las etapas previas, procede el despacho a dictar SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA en la ACCIÓN DE TUTELA referente.
ANTECEDENTES
La solicitud: El día 17 de julio de 2020, la señora Gina Johana Paredes Ruiz, actuando en nombre propio interpuso tutela contra la entidad previamente referida, alegando la presunta vulneración a sus derechos fundamentales al trabajo en conexidad con el mínimo vital y la igualdad. 

Pretende la tutelante, por intermedio de la presente acción se ordene a las entidades accionadas autorizar la reapertura de los establecimientos de suerte y azar (casinos y bingos).
Contestaciones:

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo:
Mediante escrito dirigido al correo institucional de este Despacho, la Doctora Ivett Lorena Sanabria Gaitán, como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, da contestación a la presente tutela indicando que con ocasión a la emergencia sanitaria causada por la propagación del virus COVID-19, el Presidente junto con todos los ministros, suscribieron el Decreto 417 de 2020, mediante el cual se declaró la emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional. Con ocasión a ello se expidió el Decreto 539 de 2020, mediante el cual se instituyó en cabeza del Ministerio de Salud y Protección Social, el manejo de los protocolos de bioseguridad que requirieran las actividades económicas, sociales y sectores de la administración pública, para mitigar, controlar y evitar la propagación del virus y sujetó a dichos protocolos de bioseguridad a todos los gobernadores y alcaldes del territorio nacional.
Formula la falta de legitimación en la causa por pasiva debido a que su representada no cuenta con la competencia funcional ni material para dar una apreciación de fondo respecto de las pretensiones de la accionante. Que si bien el Decreto 990 de 2020 cuenta con la firma del señor Ministro de Comercio, Industria y Turismo, esto corresponde a un requisito formal que permite que los decretos expedidos con ocasión a un Estado de Excepción produzca efectos dentro del ordenamiento jurídico y así mismo goce de presunción de legalidad, más ello no implica que sea la entidad nacional competente para conocer de cada asunto relacionado a dicho decreto. Que dentro del escrito de la tutela referenciada no se evidencia algún tipo de actuación u omisión de manera directa por parte de este Ministerio ni referencia alguna que conlleve a endilgar algún tipo de responsabilidad o presumir que su gestión de alguna forma vulnero los derechos fundamentales de la accionante.
Señala que la presente acción constitucional resulta improcedente por no satisfacer los requisitos mínimos exigidos por el legislador para su estudio de fondo. Refiere que ésta no es la acción procedente para determinar si una norma es constitucional o no, pues para ello cuenta con otro mecanismo judicial y, la misma no esta siendo utilizada para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, pues no se prueba tal condición en el asunto de marras.

Departamento Administrativo de la Presidencia de la República:

La Doctora María Carolina Rojas Charry, como apoderada judicial del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, da contestación a la presente tutela, formulando la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva en atención a que no tienen competencia alguna para autorizar la reapertura de los casinos y bingos, toda vez que los Decretos 531, 593 636 de 2020, determinaron que las “...excepciones que de manera adicional se consideren necesarias adicionar por parte de los gobernadores y alcaldes deben ser previamente informadas y coordinadas con el Ministerio del Interior...”, posteriormente, el parágrafo 7 del artículo 3 del Decreto 749 de 28 de mayo de 2020, determinó que “Los alcaldes con la debida autorización del Ministerio del Interior podrán suspender las actividades o casos establecidos en el presente artículo. Cuando un municipio presente una variación negativa en el comportamiento de la epidemia del Coronavirus COVID-19 que genere un riesgo excepcional a criterio del Ministerio de Salud y Protección Social, esta entidad enviará al Ministerio del Interior un informe que contenga la descripción de la situación epidemiológica del municipio relacionada con el Coronavirus COVID-19 y las actividades o casos que estarían permitidos para ese municipio, con base en lo cual, el Ministerio del interior ordenará al alcalde el cierre de las actividades o casos respectivos...”.
Que posteriormente se expidió el Decreto 990 de 9 de julio de 2020, por medio del cual se ordenó el aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas habitantes de la República de Colombia, desde el 16 de julio de 2020, hasta el 1 de agosto de 2020 y se establecieorn 44 excepciones a la circulación consignando en los alcaldes y gobernadores adicionar excepciones que se consideren necesarias informando y coordinando previamente las mismas con el Ministerio del Interior. Que en consecuencia resulta claro que corresponde a los alcaldes y gobernadores, coordinar y solicitar al Ministerio del Interior autorización, para la adopción o suspensión de las autorizaciones como las aquí pretendidas, asimismo las personas que desarrollen las actividades señaladas en el canon 3 ibidem, deben cumplir con los protocolos de bioseguridad que establezca el Ministerio de Salud y Protección Social, trámites en los que no tiene ninguna competencia el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y/o el Presidente de la República.
Refiere que dentro de las funciones generales del DAPR, establecidas en el artículo 3 del Decreto 1784 de 2019, no se encuentran la de realizar las actuaciones que pretende la accionante para el amparo de los derechos fundamentales que presuntamente cree transgredidos. Refiere que el presidente de la República NO es representante legal ni judicial de entidad alguna, incluida la Presidencia de la República y dentro de sus funciones, que se encuentran establecidas en el artículo 115 de la Constitución Política, se evidencia que no puede ser sujeto procesal, salvo para las circunstancias que allí mismo se especifican. Considera que cualquier actuación tendiente a acceder a lo solicitado por la accionante, constituiría una extralimitación en el ejercicio de las funciones del señor Presidente de la República y de la Presidencia de la República. Que en este asunto, ni el DAPRE ni el Presidente de la República tienen a su cargo la expedición de los actos administrativos como el aquí cuestionado, pues ello incumbe exclusivamente a la Superintendencia Nacional de Salud, de acuerdo a lo consagrado en el Decreto 2462 de 2013, modificado por el Decreto 1765 de 2019.
Por otro lado, refiere que a pesar de que la accionante actúa a en nombre del gremio de trabajadores del sector de casinos y bingos, no acredita la imposibilidad de los mismos para acudir ante el juez constitucional de manera personal a resolver su controverisa, en consecuencia, no estan probados los elementos de la Agencia Oficiosa establecida en el artículo 10 del Decreto 2591 de 199.

Finaliza solicitando como petición principal que se declare en favor del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y del señor Presidente de la República la falta de legitimación material en la causa por pasiva y en consecuencia se ordene la desvinculación de la presente acción. Como petición subsidiaria requiere que se declare la falta de legitimación en la causa por activa.

Ministerio de Salud: La entidad requerida guardó silencio dentro del término procesal oportuno.
Competencia. Este despacho es competente para proferir fallo de tutela de primera instancia, toda vez que los hechos que motivaron la solicitud ocurrieron en la ciudad de Bogotá y la misma se encuentra dirigida contra entidades del orden nacional; lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 37 del Decreto 2591 de 1991, 1º del Decreto 1382 de 2000 y Decreto 1983 de 2017.
Legitimación por activa. La acción de tutela puede ser promovida por cualquier persona, ya sea por sí misma o por medio de un tercero quien actúe en su nombre, cuando sus derechos constitucionales resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de las autoridades públicas y excepcionalmente por los particulares.

En el presente asunto la acción de tutela es presentada por la señora Gina Johana Paredes Ruiz, en nombre propio en defensa de sus derechos fundamentales al trabajo en conexidad con el mínimo vital y la igualdad, por lo que respecto a ella se satisface el requisito de la legitimación en la causa por activa.
La accionante formula pretensiones que se predican en favor del gremio de trabajadores del sector de juegos de suerte y azar (casinos y bingos), sin que cuente con la respectiva representación jurídica para formularlas en nombre de terceros.  Es sabido que la protección por la presunta vulneración a derechos fundamentales reclamados debe efectuarse directamente por la persona afectada (intuitu personae), salvo casos muy especiales en los que se actúa a través de apoderado judicial o como agente oficioso, no siendo ninguno de estos dos eventos habilitantes para la accionante en el presente asunto, por lo que se advierte que la valoración efectuada se realizará únicamente respecto a la situación concreta de la señora Paredes Ruiz.
Legitimación por pasiva. El artículo 5 del Decreto 2591 de 1991 establece que la acción de tutela procede contra toda acción u omisión de una autoridad pública que haya violado, viole o amenace un derecho fundamental. También procede contra acciones u omisiones de particulares, de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto. En el presente caso las entidades demandadas se encuentran estrechamente relacionadas con la expedición de los Decretos de los cuales la accionante predica la causación de un perjuicio por lo que se encuentran legitimadas por pasiva y en consecunecia de superarse el exámen de procedibilidad formal de la acción se realizará el estudio adecuado de acuerdo a los hechos y pretensiones formulados por la actora contra las accionadas.
Requisitos generales de la procedencia de la tutela 

Inmediatez: El principio de inmediatez de la acción de tutela está instituido para asegurar la efectividad del amparo y, particularmente, garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales que se encuentren amenazados o se hayan visto vulnerados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular en los casos previstos en la Constitución y demás normas reglamentarias, así como en la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional. Por lo tanto, el transcurso de un lapso desproporcionado entre los hechos y la interposición del amparo tornaría a la acción de improcedente, puesto que desatendería su fin principal.

En el caso concreto la señora Gina Johana Paredes Ruiz, requiere que las accionadas autoricen la reapertura de los establecimientos de suerte y azar (casinos y bingos), a fin de poder retomar sus actividades laborales. Lo anterior en virtud a que a través del Decreto 453 del 18 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud y Protección Social, junto con el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, ordenaron la clausura de los mismos a fin de contener la propagación del virus COVID-19. La presente acción de tutela, fue radicada el día 17 de julio de 2020, término prudente y razonable que satisface este primer requisito.
Subsidiariedad: En virtud de lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, la reiterada jurisprudencia constitucional adoptada en la materia, y los artículos concordantes del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela tiene un carácter residual y subsidiario, razón por la cual sólo procede excepcionalmente como mecanismo de protección definitivo: (i) cuando el presunto afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, (ii) cuando existiendo, ese medio carezca de idoneidad o eficacia para proteger de forma adecuada, oportuna e integral los derechos fundamentales, en las circunstancias del caso concreto; así mismo, procederá como mecanismo transitorio cuando se interponga para evitar la consumación de un perjuicio irremediable a un derecho fundamental. En el evento de proceder como mecanismo transitorio, la protección se extenderá hasta tanto se produzca una decisión definitiva por parte del juez ordinario.

Al respecto, la Corte Constitucional ha explicado la subsidiaridad así: 

“La Constitución Política de Colombia prescribe sobre la acción de tutela: “artículo 86: (…) Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Así las cosas, esta acción es de carácter excepcional y subsidiaria. Esto es, únicamente procede cuando no se disponga de otro medio de defensa judicial o, en el evento en el cual, a pesar de existir el medio de defensa, este no resulte idóneo para la protección del derecho y se hace necesaria la adopción de una medida transitoria que evite la ocurrencia de un daño irremediable. En este sentido, la Corte Constitucional ha precisado en abundante jurisprudencia que “cuando el juez de tutela deba decidir en relación con la vulneración o amenaza de un derecho fundamental habrá de verificar si existe o no otro medio de defensa judicial ante el cual pueda ventilarse el conflicto”.

Este precepto constitucional ha sido desarrollado en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, en el cual se reitera la improcedencia de la tutela en aquellos casos en que existan otros medios de defensa judicial de los cuales pueda hacer uso el accionante. En este sentido, la Corte Constitucional ha reiterado en múltiples oportunidades que en virtud del principio de subsidiariedad de la tutela, los conflictos jurídicos relacionados con los derechos fundamentales deben ser, en principio, resueltos por las vías ordinarias, tanto jurisdiccionales y administrativas, y sólo es posible la procedencia de la acción de tutela cuando las mencionadas vías no existan o no resulten adecuadas para proteger los derechos del recurrente.

Esta restricción a la protección por vía de tutela no resulta sin fundamento o simplemente caprichosa. En realidad, tiene el objetivo de salvaguardar las competencias atribuidas por la Constitución y la ley a las diferentes autoridades judiciales. De esta forma, se garantizan la independencia judicial y uno de los fundamentos del derecho al debido proceso, como es la aplicación de los procedimientos establecido para cada caso”
.
Como se indicó previamente, la señora Gina Johana Paredes Ruiz, requiere a través de la presente acción constitucional, se ordene a las demandadas autorizar la reapertura de los establecimientos de suerte y azar (casinos y bingos) que habían sido clausurados por disposición del Decreto 453 del 18 de marzo de 2020 y que más tarde por disposición de los Decretos 457, 749, 847 y 878 de 2020, limitó la circulación de los residentes en Colombia impidiendo la realización de las actividades de suerte y azar.
La pretensión expuesta será valorada por este Despacho a fin de verificar si en el presente asunto la acción de tutela se formula porque el accionante no dispone de otro medio de defensa judicial, o si existiendo, dicho medio carece de idoneidad para la protección requerida, y se hace necesaria la adopción de una medida transitoria que evite la ocurrencia de un perjuicio irremediable, hasta tanto se produzca una decisión definitiva por parte del juez ordinario.
La pretensión formulada encuentra su génesis en la orden de clausura dispuesta en el Decreto 453 del 18 de marzo de 2020, mediante la cual se dispuso “clausurar temporalmente los establecimientos de esparcimiento y diversión; de baile; ocio y entretenimiento y  juegos de azar y apuestas tales como casinos, bingos y terminales de juegos de video”
 así como en la expedición de los Decretos 457, 749, 847 y 878 de 2020, mediante los cuales se limitó la circulación de los habitantes del territorio nacional impidiendo la normal práctica de sus actividades laborales, es decir, la presunta configuración del perjuicio alegado emana de los efectos jurídicos producidos por unos actos administrativos de carácter general. Entendemos que las características de estas peticiones, son propias de aquellas que deben ser conocidas ante el juez ordinario, más específicamente ante el juez contencioso administrativo quien tras efectuar una adecuada valoración probatoria en el trámite del medio de control de Nulidad, se encuentra facultado para proferir una decisión de fondo asegurando así la protección efectiva de los derechos de la actora. Y es que en reiterada jurisprudencia la H. Corte Constitucional, ha señalado que, de manera general, en virtud al principio de subsidiariedad, las acciones de tutela no proceden para controvertir la validez o legalidad de los actos administrativos. Así lo ha expuesto la máxima autoridad constitucional en sentencia T-260 de 2018, al referir:

“Concordante con lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha reiterado que, por regla general, la acción de tutela no procede para controvertir la validez ni la legalidad de los actos administrativos, en razón a que, la naturaleza residual y subsidiaria de este mecanismo constitucional impone al ciudadano la carga razonable de acudir previamente, a través de los respectivos medios de control, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, con el fin de solucionar los conflictos con la Administración y proteger los derechos de las personas (…) En ese escenario, la acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales cuando quiera que esperar a la respuesta de la jurisdicción contenciosa administrativa pudiese dar lugar a un perjuicio irremediable (…)”.
38. En este sentido, esta Corte ha determinado que, excepcionalmente, será posible reclamar mediante la acción de tutela la protección de los derechos fundamentales vulnerados por la expedición de un acto administrativo, no sólo cuando se acude a la tutela como medio transitorio de amparo, evento en el cual será necesario acreditar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, sino también cuando se constata que el medio de control preferente carece de idoneidad
 y/o eficacia
 para garantizar la protección oportuna e inmediata sobre los derechos fundamentales vulnerados.

39. Se observa entonces, que para que proceda el presente mecanismo constitucional en un caso como el que nos ocupa donde se alega la vulneración del debido proceso por una serie de actos administrativos (…) debe constatarse como requisito sine qua non, un perjuicio irremediable que desplace la órbita de competencia del juez contencioso administrativo.” (Negrillas del Despacho).
Al respecto, en un asunto similar al ahora debatido, en el que se estudiaba una tutela por los perjuicios causados por un acto administrativo de carácter general, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda, con ponencia de la Doctora Alba Lucia Becerra Avella
, expresó: 
“DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA Y LA EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL. Conforme al Artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, se tiene que este instrumento jurídico de protección constitucional no es procedente cuando el interesado cuenta con otro mecanismo de defensa judicial para obtener la protección de su derecho, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (…)

En múltiples pronunciamientos, la Corte Constitucional, ha señalado, que, por regla general, la acción de tutela, no es procedente como mecanismo principal para la protección de derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados por actos de la administración o de los particulares, comoquiera que existen otros mecanismos judiciales para su defensa. Así lo explicó, en la sentencia SU-1070 de 20034 , en razón a que:
“1o) Los medios y recursos judiciales ordinarios constituyen los mecanismos preferentes a los cuales deben acudir las personas para invocar la protección de sus derechos; 2o) En los procesos ordinarios se debe garantizar la supremacía de los derechos constitucionales y la primacía de los derechos inalienables de la persona (C.P. arts. 4o y 5o); 3o) La tutela adquiere el carácter de mecanismo subsidiario frente a los restantes medios de defensa judicial; su objeto no es desplazar los otros mecanismos de protección judicial, “sino fungir como último recurso (...) para lograr la protección de los derechos fundamentales”5 ; y 4o) La protección de derechos constitucionales fundamentales es un asunto reservado a la tutela, en la medida que el ordenamiento jurídico no ofrezca al afectado otros medios de defensa judicial”.

Así las cosas, la acción de tutela, no entra a reemplazar los mecanismos ordinarios ni al Juez natural. Así mismo, es importante destacar, que tales características de la acción de tutela como mecanismo subsidiario, no la convierten en la instancia última de todos los procesos, ni tiene la facultad de “revivir términos vencidos u oportunidades procesales vencidas por la negligencia o inactividad injustificada del actor”.
Ahora bien, en el sub lite, es indiscutible que en últimas, las pretensiones del accionante se dirigen a cuestionar un acto administrativo de carácter general, en cuanto busca que se deje sin efectos o que se inaplique el Decreto 439 del 20 de marzo de 2020, mediante el cual, se suspendió el desembarque con fines de ingreso o conexión en territorio colombiano, de pasajeros procedentes del exterior, por vía aérea.
(…) IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A ACTOS GENERALES, IMPERSONALES Y ABSTRACTOS ANTE LA EXISTENCIA DE OTROS MEDIOS DE DEFENSA JUDICIAL.

Por regla general contra los actos administrativos generales no procede la acción de tutela, pues así lo dispone el Decreto 2591 de 1991. Así, también lo ha reiterado la Corte Constitucional:
“cuando el desconocimiento, la vulneración o el recorte de los derechos fundamentales se origina en actos jurídicos de carácter general producidos por instancias subordinadas a la Constitución (y todos los poderes constituidos lo son), su efecto general pernicioso puede ser contrarrestado mediante mecanismos especialmente dispuestos para ello, V.gr.: la acción de inconstitucionalidad contra las leyes, o las acciones de nulidad (y de restablecimiento del derecho) contra los actos administrativos. Mediante tales instrumentos se provoca la actuación de un organismo público competente para que, también por vía de disposición general, restablezca el imperio de la juridicidad.” Por el contrario, para las acciones u omisiones que se traduzcan en la vulneración o la amenaza de derechos fundamentales, se ha previsto, con carácter subsidiario frente a otros medios de defensa judicial, la acción de tutela”.

En este orden, la acción de tutela no procede para controvertir actos de carácter general, porque para tal efecto se han previsto otros medios procesales. Sin embargo, cuando el contenido lesivo de un acto de carácter general, impersonal y abstracto, se materializa en una situación concreta y vulnera garantías fundamentales de una persona, la acción de tutela podría proceder de manera subsidiaria, para promover ante los jueces la defensa de esos derechos. (…)
En efecto, el particular que tema que la aplicación de una ley o de un acto administrativo de carácter general se derive una concreta afectación de sus derechos fundamentales, puede acudir a los mecanismos que el ordenamiento ha previsto para la controversia de tales actos, bien sea la acción pública de inconstitucionalidad o la acción de nulidad ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, según el caso”.

Conforme a lo anteriormente transcrito, para la Sala es claro que la para efectos de determinar la procedencia de la acción de tutela cuando se dirija contra actos administrativos de carácter personal, general y abstracto, deben analizarse dos situaciones, la primera, si se atacan en las pretensiones del libelo la legalidad del acto general o, si lo que busca con el mecanismo constitucional, es que en un caso particular e individual se inaplique los efectos de dicho acto de carácter general. Pues bien, en el presente asunto, es claro para la Sala que en el presente asunto, la tutela no se dirige contra un acto de carácter general, impersonal y abstracto, porque, de la manera en que el accionante plasmó las circunstancias fácticas y las pretensiones en el libelo, lo que pretende es enervar la aplicación del mismo a su caso concreto. (…)

De acuerdo a lo expuesto, se concluye entonces que el amparo era improcedente en tanto y cuanto se fundamenta en suposiciones hipotéticas de conclusiones subjetivas frente a los efectos personales por la decisión de protección de la vida del aislamiento con ocasión a la pandemia mundial generada por el COVID -19”

Entonces, para responder al primer escenario acerca de la procedencia de la presente acción constitucional respecto a la pretensión ahora valorada, es claro que la actora si cuenta con otros medios de defensa judicial ante los cuales desatar la mencionada controversia y que actualmente se encuentran establecidos en los artículos 135 o 137 de la Ley 1437 de 2011.
Ahora bien, para determinar que dichos medios de defensa judicial resultan idóneos o eficaces para asegurar la protección de los derechos de la accionante, se tiene que la actora no es sujeto de especial protección constitucional, pues no pertenece a grupos en situación de discapacidad, niños, niñas y adolescentes, madre o padre cabeza de familia, persona de la tercera edad o población desplazada. Por su parte, de las pruebas documentales allegadas, que hacen referencia a la Circular Externa No. 07 del 2020, expedida por FECOLJUEGOS
, dos peticiones dirigidas al Ministro de Trabajo y al Ministro de Salud y Protección Social, sin sello de radicación y sin firma manuscrita
 y copia del Decreto 453 de 2020
 tampoco acredita que la demandante se encuentre en una situación impostergable y que amerite su resolución a través del medio preferente de la acción de tutela. Al asunto ahora debatido no se arrimó prueba si quiera sumaria que demuestre la situación económica, laboral o personal de la demandante.
Cabe advertir, que la suspensión de términos no puede verse como la negación del acceso a la administración de justicia, primero porque la misma fue decretada de manera temporal y segundo porque dicha decisión se adoptó en virtud a un escenario de fuerza mayor y/o caso fortuito que produjo la propagación del virus COVID-19, entonces fue una medida que con el objeto de resguardar el interés general desde el punto de vista de la salud pública, se hizo necesaria. A lo anterior se debe agregar que desde el 01 de julio de 2020, los términos judiciales se encuentran corriendo y la atención al ciudadano se encuentra vigente a través del uso de las TIC´S.
Bajo ese presupuesto se tiene que la actora bien puede acudir a la jurisdicción pertinente, sin embargo, no lo ha hecho, y no se explicó la causa de tal decisión. A pesar de haber contado con suficiente tiempo para poner en movimiento el aparato judicial, la demandante omitió tal actuación prolongando en el tiempo la omisión ahora debatida, por causas atribuibles a su propia persona. Además, siendo consecuentes con lo que se indicó y teniendo en cuenta que la actora decidió abstenerse de iniciar de manera urgente - como ahora lo expone en este trámite constitucional – la reclamación ante el juez natural no puede pretender ahora a través de este medio constitucional preferente la resolución de su proceso, más aun cuando no ha demostrado la eventual consumación de un perjuicio irremediable. Lo anterior, permite concluir a este Despacho, que el medio de control establecido por el legislador resulta idóneo y eficaz para atender el litigio del actor.
Claro entonces que la señora Paredes Ruiz, cuenta con medios de defensa judicial idóneos y eficaces ante los cuales desatar el litigio, se examinará si la presente acción constitucional se pretende utiliza con carácter transitorio a fin de evitar la consumación de un perjuicio irremediable hasta tanto se adopte la decisión del juez ordinario.
En este sentido, la parte accionante allegó como prueba lo que a su consideración demostraba tal perjuicio y que corresponde a las pruebas relacionadas previamente pero de las cuales no es posible inferir nada al respecto ni siquiera la calidad de empleada del sector económico de los establecimientos de suerte y azar como casinos o bingos. En este punto, es claro para el Despacho la deficiencia probatoria de la que adolece la acusación de la actora pues de dichas pruebas no es posible advertir la posible consumación de un perjuicio irremediable, siendo entonces hasta el momento los presuntos perjuicios que se pretenden evitar, meras afirmaciones carentes de sustento.

En conclusión, no obra en el expediente prueba que permita inferir que el presente medio constitucional ha sido utilizado por la accionante para evitar la consumación de un perjuicio irremediable. No es posible que el demandante pretenda a través de la acción de tutela pasar por alto el ordenamiento jurídico ordinario sin satisfacer los requisitos generales de procedencia del medio subsidiario de este tipo especial de acciones.
La tutela como mecanismo transitorio para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, debe ser formulada junto con el sustento probatorio que acredite la situación inminente de vulneración a fin de llevar al juez con plena certeza a evidenciar el presunto perjuicio causado y la conculcación de los derechos fundamentales alegados sin pretender desconocerse la naturaleza residual y subsidiaria de este medio especial, pues con ella no se pueden sustituir los procedimientos administrativos que se han fijado para salvaguardar los derechos.
En efecto, con la pretensión formulada por la demandante, se desnaturaliza la esencia de la acción de tutela, como mecanismo dispuesto en el artículo 86 superior, cuando afirma que “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. Considerando lo previsto en esta norma, la Corte Constitucional, ha explicado el carácter subsidiario de la acción, señalando que, si el peticionario dispone de otro medio judicial para la defensa de sus derechos, la solicitud de amparo resulta improcedente, pues ella no representa un mecanismo judicial alternativo ni paralelo que permita homologar los procedimientos establecidos en la legislación común.
En gracia de discusión, si bien las medidas adoptadas en el Decreto 453 del 2020 y demás referenciados limitan el derecho al trabajo y a la libre circulación, las mismas, a juicio del Despacho, resultan válidas pues se encaminan a garantizar la seguridad y la salubridad públicas de los demás colombianos que se encuentran en el territorio nacional, protegiendo así la vida de las personas, y siendo un medio idóneo para prevenir un contagio masivo y una proliferación desmedida del COVID-19, y que por demás, atiende los principios de necesidad y proporcionalidad. La primera por cuanto, dada la masiva proliferación del COVID-19 a nivel mundial y todas las recomendaciones ofrecidas hasta el momento por la Organización Mundial de la Salud, para conjurar esta emergencia, se tornaba necesario restringir las actividades que propicien la aglomeración de personas en espacios cerrados, como los establecimientos de comercio de casinos o bingos, entre otros, pues, ello implicaba una circulación y un sin número de casos positivos probables. En igual sentido, para el Despacho, estas medidas también son proporcionales, por cuanto las mismas se dieron con ocasión a la emergencia sanitaria que se vive en la actualidad en el país, medidas que no son de carácter indefinido o absoluto, dado que se profirieron mientras cesa la etapa crítica de transmisión y circulación del virus, luego, la accionante, así como los demás trabajadores de dicho gremio podrán retomar sus labores. Bajo esta perspectiva, si bien las medidas adoptadas a la fecha restringen o delimitan la libre circulación y el derecho al trabajo, ello obedece a que se ha antepuesto el ineludible deber de no poner en riesgo la vida de los demás y en una consecuente necesidad de garantizar, se reitera, la seguridad y la salubridad públicas, que guarda relación con la finalidad constitucional consagrada al tenor de los principios dispuestos en el artículo 1 de la Constitución Política de Colombia.
Acatando entonces las disposiciones jurisprudenciales emanadas de la H. Corte Constitucional, así como valoradas las situaciones expuestas en el caso concreto, resulta evidente la improcedencia de la acción de tutela, lo que de paso releva al despacho de efectuar un análisis de fondo en el presente asunto. En virtud de lo anterior, se declarará improcedente la presente acción constitucional formulada por la señora Gina Johana Paredes Ruiz.
En mérito de lo expuesto, el juzgado diecisiete (17) administrativo oral de Bogotá, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

RESUELVE: 

PRIMERO. – DECLARAR improcedente la acción de tutela interpuesta, conforme lo expuesto previamente.
SEGUNDO. – Si este fallo no fuere impugnado, se ordena enviar el expediente al día siguiente a la Corte Constitucional, para efectos de su eventual revisión, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 33 del Decreto 2591 de 1991, en caso que la acción sea excluida de una eventual revisión por parte de la H. Corte Constitucional, se procederá su archivo inmediato previo el registro por el sistema siglo XXI.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
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� El inciso segundo del Artículo 10 del Decreto señala que también puede ser ejercida directamente por la persona afectada o por medio de un representante o a través de un agente oficioso cuando el titular de los derechos fundamentales no está en condiciones de promover su propia defensa, circunstancia que deberá manifestarse en la solicitud. También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales. 


� Corte Constitucional, sentencia T-524/2011, M.P. Dr. MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.


� Artículo 1 del Decreto 453 de 2020.


� La Corte ha explicado que la idoneidad hace referencia a la aptitud material del mecanismo judicial para producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se corresponde con el contenido del derecho. Ver entre otras las sentencias SU-961 de 1999, T-589 de 2011 y T-590 de 2011.


� En cuanto a la eficacia, este Tribunal ha indicado que se relaciona con el hecho de que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una protección al derecho amenazado o vulnerado. Ver, entre otras, las sentencias T-211 de 2009, T-858 de 2010, T-160 de 2010, T-589 de 2011 y T-590 de 2011.


� Tutela Tribunal Administrativo De Cundinamarca Sección Segunda Subsección “D” 16/04/2020 25000 2315 000 2020-00428-00. 





� Folio 01 y 02 del expediente digital.


� Folio 03 al 10 del expediente digital.


� Folio 11 al 14 del expediente digital.
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